Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, sala A, 24/06/2003 

 Suma Construcciones S.R.L. c. Rojas, Luis A. 

2ª Instancia. - Buenos Aires, junio 24 de 2003.

Considerando: I. El art. 47 de la ley 21.342 (aún vigente, pues la ley 23.091 sólo ha derogado los arts. 33 a 46 de aquélla) dispone: "cuando el locatario, después de celebrar el contrato y estando en ocupación del inmueble, hubiese convenido con el locador plazos diferentes a los originales, el locador podrá solicitar el cumplimiento del convenio, presentando el documento respectivo y el juez, previa audiencia del locatario, decretará el lanzamiento sin más trámite que los correspondientes a la ejecución de sentencia que condena a hacer". Adiciona el art. 29 del mismo ordenamiento que las disposiciones entre las cuales se cuenta la transcripta, son de orden público, otorgando validez a los convenios celebrados o que se celebren entre las partes con posterioridad a la iniciación del contrato de locación, relativos a su precio o desocupación del inmueble, pudiendo ser exigido su cumplimiento judicialmente.

Ahora bien, a propósito del contrato de locación, se deberá tener en cuenta que los plazos mínimos determinados por la ley son de orden público. De suerte que para dar plena validez a dichos convenios, es preciso que se hayan celebrado con posterioridad a la iniciación del contrato de locación.

La razón de ser de esta regla se encuentra en la prohibición legal contenida en los arts. 19 y 21 del Cód. Civil, en función de la cual deberán reputarse inválidas las renuncias anticipadas o genéricas de las normas de orden público, de suerte que sólo resultaría admisible la abdicación de este derecho una vez iniciada la locación (conf. CNCiv., esta sala, R. 116.192, 04/09/92, con cita de Ramírez, Ival Rocca - Dufrechou; R. 120.635, 13/09/93; R. 164.191, 21/02/95; íd., R. 219.266, 12/05/97, LA LEY, 1997-D, 321).

II. Pero en la especie, sin embargo, lo que la parte actora hace valer es un contrato de comodato (ver fs. 8), celebrado prácticamente en forma simultanea con un convenio de desocupación (ver fs. 5).

Se sigue de ello entonces que, no obstante la presunta intención de las partes, la naturaleza del contrato esgrimido torna inaplicables los principios expuestos en el considerando I, propios de la locación (conf. CNCiv., esta sala, R. 116.192, 04/09/92; íd, íd., R. 137.155, 28/10/93 -considerando I-).

Con acierto se ha destacado la importancia de la distinción entre el contrato de locación de cosas y el comodato; en especial durante la vigencia de las sucesivas leyes de prórroga, puesto que, por vía de esta figura, se pretendía soslayar la legislación de emergencia (conf. Llambías, J. J., "Código Civil Anotado", t. III-B, p. 115, 31).

De ahí que sea preciso restringirla hermenéutica propia del caso a las normas específicamente aplicables al contrato de comodato, en tanto carecería de valor la aplicación analógica de los preceptos de orden público diseñados para la locación.

En esa inteligencia, no habiéndose pactado la duración del préstamo, el derecho del comodatario cesará ante el requerimiento del comodante (conf. cláusula quinta de fs. 12 y segunda de fs. 13; art. 2285, Cód. Civil).

III. Pues bien, si los derechos del comodatario han de quedar de tal modo restringidos, no resulta equitativo imprimir al presente el procedimiento de la homologación judicial (arts. cit. ley 21.342 y 162 y conc., Cód. Procesal), dando rápida ejecutabilidad al contrato y facilitando su inmediato lanzamiento.

La eventual existencia de hechos controvertidos, impone un trámite que, aunque abreviado, ha sido previsto por el ordenamiento adjetivo para situaciones como la descripta, garantizando al comodatario un debate mas amplio (arts. 679 y sigtes., Cód. Procesal).

Repárese incluso que en la especie la demandada denuncia la existencia de un contrato de distinta naturaleza al invocado por la actora (ver fs. 34 vta./35). Esta supuesta compraventa generaría, entonces, otro tipo de derechos y efectos, cuyo eventual ejercicio no podría tramitarse a través de la vía elegida.

En síntesis, las particulares características del contrato y el alcance de sus cláusulas, imponen sujetar la cuestión a las normas del proceso de desalojo, pues con sólo la homologación del mentado acuerdo de desocupación el derecho de defensa de la comodataria se vería cercenado (conf. CNCiv., esta sala, R. 116.192, 04/09/92; íd., íd., R. 287.233, 14/12/99).

IV. Sin costas de alzada por no haber actividad útil de la contraria que las justifique.

En atención a los fundamentos vertidos precedentemente, se resuelve: Confirmar el pronunciamiento de fs. 129. Sin costas de alzada. - Hugo Molteni. - Jorge Escuti Pizarro. - Ana M. Luaces.
